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PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS

Decreto Supremo que aprueba el Reglamento de la Ley Nº 29622, denominado “Reglamento de
infracciones y sanciones para la responsabilidad administrativa funcional derivada de los

informes emitidos por los órganos del Sistema Nacional de Control”

DECRETO SUPREMO Nº 023-2011-PCM

              EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

              CONSIDERANDO:

              Que, mediante la Ley Nº 29622 - Ley que modifica la Ley Núm. 27785, Ley Orgánica del Sistema
Nacional de Control y de la Contraloría General de la República, y amplía las facultades en el proceso
para sancionar en materia de responsabilidad administrativa funcional, se incorporó el subcapítulo II
“Proceso para sancionar en materia de responsabilidad administrativa funcional” en el capítulo VII del
título III de la Ley Nº 27785 - Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General
de la República;

              Que, la Tercera Disposición Complementaria Final de la Ley Nº 29622 dispuso que el Poder
Ejecutivo conforme una comisión especial integrada por dos (2) representantes de la Presidencia del
Consejo de Ministros, dos (2) representantes de la Contraloría General de la República y un (1)
representante del Ministerio de Justicia, encargada de proponer el Reglamento de la referida Ley;

              Que, mediante el Oficio Nº 001-2011 de fecha 22 de febrero de 2011, la Comisión Especial ha
presentado el proyecto de “Reglamento de infracciones y sanciones para la responsabilidad
administrativa funcional derivada de los informes emitidos por los órganos del Sistema Nacional de
Control”;

              Que, resulta pertinente aprobar el Reglamento de la Ley Nº 29622 sobre la base de la propuesta
presentada por la Comisión Especial;

              De conformidad con el inciso 8) del artículo 118 de la Constitución Política del Perú, la Ley Nº
29158 - Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y la Ley Nº 29622;

              DECRETA:

              Artículo 1.- Aprueba Reglamento de la Ley Nº 29622
              Aprobar el Reglamento de la Ley Nº 29622 denominado “Reglamento de infracciones y
sanciones para la responsabilidad administrativa funcional derivada de los informes emitidos por los
órganos del Sistema Nacional de Control”, que en Anexo forma parte integrante del presente Decreto
Supremo.

              Artículo 2.- Publicación
              El presente Decreto Supremo y el Reglamento aprobado por el artículo anterior, serán
publicados en el Diario Oficial El Peruano, en el Portal del Estado Peruano (www.peru.gob.pe) y en el
portal institucional de la Presidencia del Consejo de Ministros (www.pcm.gob.pe).

              Artículo 3.- Vigencia y refrendo
              El presente Decreto Supremo entrará en vigencia al día siguiente de su publicación en el Diario
Oficial El Peruano y será refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros.
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              Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los diecisiete días del mes de marzo del año dos mil
once.

              ALAN GARCÍA PÉREZ
              Presidente Constitucional de la República

              JOSÉ ANTONIO CHANG ESCOBEDO
              Presidente del Consejo de Ministros 
              y Ministro de Educación

REGLAMENTO DE INFRACCIONES Y SANCIONES PARA LA RESPONSABILIDAD
ADMINISTRATIVA FUNCIONAL DERIVADA DE LOS INFORMES EMITIDOS POR LOS ÓRGANOS

DEL SISTEMA NACIONAL DE CONTROL

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

              Artículo 1.- Objeto
              El presente Reglamento establece las disposiciones para el procesamiento y sanción de la
responsabilidad administrativa funcional, describiendo y especificando las conductas constitutivas de
infracción que se encuentran en el ámbito de la potestad reconocida a la Contraloría General de la
República, por la Ley Nº 29622 - Ley que modifica la Ley Nº 27785, Ley Orgánica del Sistema Nacional
de Control y de la Contraloría General de la República, y amplia las facultades en el proceso para
sancionar en materia de responsabilidad administrativa funcional.

              Cuando en el presente Reglamento se mencionen los términos Contraloría General, Tribunal y
Ley, se entenderán referidos a la Contraloría General de la República, al Tribunal Superior de
Responsabilidades Administrativas y a la Ley Nº 27785, modificada por la Ley Nº 29622,
respectivamente. Asimismo, cuando se mencione el término Informe, se entenderá referido a los
Informes de Control emitidos por los órganos del Sistema Nacional de Control.

              Artículo 2.- Ámbito objetivo de aplicación
              El presente Reglamento regula el procedimiento administrativo sancionador (en adelante, el
procedimiento sancionador), aplicable por las infracciones graves y muy graves derivadas de los
Informes de Control emitidos por los órganos del Sistema Nacional de Control, que impliquen el
incumplimiento del ordenamiento jurídico administrativo, las normas internas de las entidades, así como
de todas aquellas obligaciones derivadas del ejercicio del cargo, conforme a lo dispuesto en el presente
Reglamento.

              Artículo 3.- Ámbito subjetivo de aplicación
              La potestad sancionadora de la Contraloría General en materia de responsabilidad
administrativa funcional, se aplica sobre los servidores y funcionarios públicos a quienes se refiere la
definición básica de la novena disposición final de la Ley Nº 27785, con prescindencia del vínculo
laboral, contractual, estatutario, administrativo o civil del infractor y del régimen bajo el cual se encuentre,
o la vigencia de dicho vínculo con las entidades señaladas en el artículo 3 de la Ley Nº 27785. No se
encuentran comprendidas las personas que presten o han prestado servicios en las entidades privadas,
entidades no gubernamentales y entidades internacionales, que perciben o administran recursos y
bienes del Estado, a que hace referencia en el literal g) del artículo 3 de la Ley Nº 27785.

              Se encuentran excluidas las autoridades elegidas por votación popular, los titulares de los
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organismos constitucionalmente autónomos y las autoridades que cuentan con la prerrogativa del
antejuicio político, cuya responsabilidad administrativo funcional se sujeta a los procedimientos
establecidos en cada caso.

              Artículo 4.- Principios
              La potestad sancionadora por responsabilidad administrativa funcional se sujeta a los principios
contenidos en el artículo 230 de la Ley del Procedimiento Administrativo General - Ley Nº 27444, así
como los demás principios del derecho administrativo y principios del control gubernamental previstos en
el artículo 9 de la Ley Nº 27785, en lo que fuere aplicable. En el ámbito de los indicados principios, se
entiende que:

              4.1 El derecho de defensa comprende, entre otros derechos y garantías, el derecho a ser
notificado y participar del procedimiento sancionador a través de la presentación de escritos, descargos,
recursos, pruebas, así como ser asesorado por abogado.

              4.2 El principio de conducta procedimental comprende la buena fe procesal que deben mantener
las partes en tanto dure el procedimiento sancionador, lo que resulta aplicable tanto para las
autoridades, el administrado, los abogados y los auditores.

              Artículo 5.- Prevalencia de la competencia de la Contraloría General para la determinación
de la responsabilidad administrativa funcional
              El inicio del procedimiento sancionador por responsabilidad administrativa funcional a cargo de
la Contraloría General, determina el impedimento para que las entidades inicien procedimientos para el
deslinde de responsabilidad por los mismos hechos que son materia de observación en los Informes,
cualquiera sea la naturaleza y fundamento de dichos procedimientos.

              Las autoridades de las entidades deberán inhibirse de efectuar actuaciones previas o iniciar
procedimiento por los hechos antes referidos, hasta la culminación del procedimiento sancionador por
responsabilidad administrativa funcional a cargo de la Contraloría General y el Tribunal.

              Excepcionalmente, antes del inicio del procedimiento sancionador y durante el proceso de
control, la Contraloría General o los Órganos de Control Institucional, según corresponda, podrán
disponer el impedimento de las entidades para iniciar procedimientos de deslinde de responsabilidades
por los hechos específicos que son investigados por los órganos del Sistema Nacional de Control.

TÍTULO II

INFRACCIONES POR RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA FUNCIONAL

CAPÍTULO I

INFRACCIONES POR INCUMPLIR EL MARCO LEGAL APLICABLE A LAS ENTIDADES Y LAS
DISPOSICIONES RELACIONADAS A LA ACTUACIÓN FUNCIONAL DEL FUNCIONARIO O

SERVIDOR PÚBLICO

              Artículo 6.- Infracciones por incumplimiento de las disposiciones que integran el marco
legal aplicable a las entidades y disposiciones internas relacionadas a la actuación funcional
              Los funcionarios o servidores públicos incurren en responsabilidad administrativa funcional por la
comisión de infracciones graves o muy graves, relacionadas al incumplimiento de las disposiciones que
integran el marco legal aplicable a las entidades para el desarrollo de sus actividades, así como de las
disposiciones internas vinculadas a su actuación funcional, específicamente por:
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              a) Incumplir las normas que regulan el acceso a la función pública, o, en general, el acceso a las
entidades y órganos que, bajo cualquier denominación, forman parte del Estado, incluyendo aquellas
que conforman la actividad empresarial del Estado y las Fuerzas Armadas y Policía Nacional del Perú,
sea en beneficio propio o de terceros. Esta infracción es considerada como grave.

              b) Incurrir en la contravención al mandato legal que prohíbe la doble percepción de ingresos en
el sector público, dando lugar a la generación de perjuicio económico para el Estado o grave afectación
al servicio público. Esta infracción es considerada como muy grave.

              c) Incumplir las disposiciones que regulan el régimen de ingresos, remuneraciones, dietas o
beneficios de cualquier índole de los funcionarios y servidores públicos. Esta infracción es considerada
como grave.

              d) Disponer, autorizar, aprobar, elaborar o ejecutar, en perjuicio del Estado e incumpliendo las
disposiciones que los regulan, la aprobación, el cambio o la modificación de los planes, estipulaciones,
bases, términos de referencia y condiciones relacionadas a procesos de selección, concesión, licencia,
subasta o cualquier otra operación o procedimiento a cargo del Estado, incluyendo los referidos a la
ejecución de contratos de cualquier índole. Esta infracción es considerada como grave. Si el perjuicio es
económico o se ha generado grave afectación al servicio público, la infracción es muy grave.

              e) Disponer, autorizar, aprobar o ejecutar, en perjuicio del Estado e incumpliendo las
disposiciones que los regulan, la aprobación, el cambio o la modificación o suscripción de addenda a
contratos de cualquier índole. Esta infracción es considerada como grave. Si el perjuicio es económico o
se ha generado grave afectación al servicio público, la infracción es muy grave.

              f) Incumplir las disposiciones que regulan la determinación del valor referencial, dando lugar a
precios notoriamente superiores o inferiores a los de mercado, sea en beneficio propio o de terceros,
generando perjuicio económico para el Estado o grave afectación al servicio público. Esta infracción es
muy grave

              g) Contratar bienes, servicios u obras sin proceso de selección, simulando su realización o de
forma fraudulenta, cuando la normativa prevea su obligatoria realización, dando lugar a la generación de
perjuicio al Estado, excepto en los casos en que los montos de la contratación correspondan a una
adjudicación de menor cuantía. Esta infracción es considerada como grave. Si el perjuicio es económico
o se ha generado grave afectación al servicio público, la infracción es muy grave.

              h) Incumplir las disposiciones que regulan las causales y procedimientos para la exoneración de
los procesos de selección para la contratación de bienes, servicios y obras, en aquellos casos que dicho
incumplimiento genere perjuicio al Estado. Esta infracción es considerada como grave. Si el perjuicio es
económico o se ha generado grave afectación al servicio público, la infracción es muy grave.

              i) Hacer declaración falsa acerca dé medición o valoración en obras, adquisición de bienes o de
cualquier otro servicio o prestación a cargo del Estado, o acerca de cantidad, peso, medida, calidad o
características de mercancías o bienes suministrados a cualquiera de las entidades, generando perjuicio
al Estado. Esta infracción es considerada como grave. Si el perjuicio es económico o se ha generado
grave afectación al servicio público, la infracción es muy grave.

              j) Aprobar o ejecutar operaciones o gastos no autorizados por ley o reglamento, o aceptar
garantías insuficientes, no solicitarlas o no ejecutarlas cuando estuviera obligado, ocasionando perjuicio
al Estado. Esta infracción es considerada como grave. Si el perjuicio es económico o se ha generado
grave afectación al servicio público, la infracción es muy grave.
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              k) Usar los recursos públicos sin la estricta observancia de las normas pertinentes o influir de
cualquier forma para su aplicación irregular, ocasionando perjuicio al Estado. Esta infracción es
considerada como grave. Si el perjuicio es económico o se ha generado grave afectación al servicio
público, la infracción es muy grave.

              l) El incumplimiento funcional que dé lugar a la contaminación o a la falta de remediación del
vertido de residuos sólidos, líquidos, gaseosos o de cualquier otra naturaleza, por encima de los límites
establecidos, que causen o puedan causar perjuicio o alteraciones en la flora, fauna y recursos
naturales. Esta infracción es considerada como muy grave.

              m) El incumplimiento funcional que dé lugar a que se envenene, contamine o adultere aguas o
sustancias alimenticias o medicinales, destinadas al consumo o bienes destinados al uso público, y que
causen o puedan causar perjuicio a la salud. Esta infracción es considerada como muy grave.

              n) El incumplimiento funcional que dé lugar a que se extraiga o deprede especies de flora o
fauna en épocas, cantidades, talla y zonas que son prohibidas o vedadas, o que se utilice métodos
prohibidos o declarados ilícitos, o facilitando o alterando irregularmente el respectivo permiso. Esta
infracción es considerada como muy grave.

              o) El incumplimiento funcional que dé lugar a que se asiente, deprede, explore, excave, remueva
o afecte monumentos arqueológicos prehispánicos o que conformen el patrimonio cultural de la nación,
conociendo su carácter; o, permite que se destruya, altere, extraiga del país o que se comercialice
bienes del patrimonio cultural; o que no se les retorne de conformidad con la autorización concedida.
Esta infracción es considerada como muy grave.

              p) Autorizar o ejecutar la disposición de bienes integrantes del patrimonio de las entidades, así
como la prestación de servicio por parte de ellas, por precios inferiores a los de mercado, cuando dicha
disposición no hubiera sido autorizada por disposición legal expresa. Esta infracción es considerada
como grave. Si el perjuicio es económico o se ha generado grave afectación al servicio público, la
infracción es muy grave.

              q) Incumplir las disposiciones legales que regulan expresamente su actuación funcional,
generando grave perjuicio al Estado. Esta infracción es considerada como grave. Si el perjuicio es
económico o genera grave afectación al servicio público, afectación a la vida o a la salud pública, la
infracción es muy grave.

              r) Autorizar o ejecutar la transferencia en beneficio propio o de persona natural o jurídica, de los
bienes, rentas, importes o valores integrantes del patrimonio de la entidad, sin observancia de las
disposiciones legales aplicables al caso, ocasionando perjuicio al Estado. Esta infracción es considerada
como grave. Si el perjuicio es económico o se ha generado grave afectación al servicio público, la
infracción es muy grave.

CAPÍTULO II

INFRACCIONES POR TRASGRESIÓN DE LOS PRINCIPIOS, DEBERES Y PROHIBICIONES
ESTABLECIDAS EN LAS NORMAS DE ÉTICA Y PROBIDAD DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

              Artículo 7.- Infracciones por trasgresión de los principios, deberes y prohibiciones
establecidas en las normas de ética y probidad de la función pública
              Los funcionarios o servidores públicos incurren en responsabilidad administrativa funcional por la
comisión de infracciones graves o muy graves, relacionadas a la trasgresión de los principios, deberes y
prohibiciones establecidas en las normas de ética y probidad de la función pública, específicamente por:
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              Infracción contra el principio de idoneidad

              a) Ejercer profesión o prestar servicios en las entidades sin reunir los requisitos requeridos para
el puesto o cargo, o haciendo uso de título o grado académico falsos, causando perjuicio al Estado. Esta
infracción es considerada como grave. Si el perjuicio es económico o se ha generado grave afectación al
servicio público, la infracción es muy grave.

              Infracciones contra el principio de veracidad

              b) Faltar a la verdad o incurrir en cualquier forma de falsedad en los procedimientos en que
participe con ocasión de su función o cargo, generando perjuicio económico para el Estado o grave
afectación al servicio público. Esta infracción es considerada como muy grave.

              c) Elaborar, usar o presentar un documento falso o adulterado que sea necesario para probar un
derecho, obligación o hecho en los procedimientos en que participe con ocasión de su función o cargo,
ocasionando perjuicio al Estado. Esta infracción es considerada como grave. Si el perjuicio es
económico o se ha generado grave afectación al servicio público, la infracción es muy grave.

              d) Omitir intencionalmente consignar una declaración que debería constar en documento que le
corresponde emitir en el ejercicio de la función o cargo, generando perjuicio o grave afectación al
servicio público. Esta infracción es considerada como muy grave.

              Infracciones contra el principio de lealtad y obediencia

              e) Ejercer funciones que no le han sido asignadas, o que corresponden a cargo diferente, en
procura de obtener un beneficio personal o para terceros, en los procedimientos en que participe con
ocasión de su función o cargo. Esta infracción es considerada como muy grave.

              f) Incumplir la prohibición expresa de ejercer las funciones de cargo o comisión, luego de haber
concluido el período para el cual se le designó, por haber cesado o por cualquier otra causa legal que se
lo impida. Esta infracción es considerada como muy grave.

              g) Incumplir los mandatos de inhabilitación para el ejercicio de la función pública o suspensión
temporal en el ejercicio de las funciones, incluyendo aquellos dictados en el marco de los procesos
sancionadores por responsabilidad administrativa funcional derivada de los Informes emitidos por los
órganos del Sistema Nacional de Control, pese a tener conocimiento de la referida inhabilitación o
suspensión. Esta infracción es considerada como muy grave.

              Infracción contra el deber de neutralidad

              h) Actuar parcializadamente en contra de los intereses del Estado, en los contratos, licitaciones,
concurso de precios, subastas, licencias, autorizaciones o cualquier otra operación o procedimiento en
que participe con ocasión de su cargo, función o comisión, dando lugar a un beneficio ilegal, sea propio
o de tercero. Esta infracción es considerada como muy grave.

              Infracción contra el deber de ejercicio adecuado del cargo

              i) Ejercer coacción contra personas o recibir beneficios para fines de cumplir sus funciones con
prontitud o preferencia, o para suministrar información privilegiada o protegida, en beneficio personal o
de terceros. Esta infracción es considerada como muy grave.
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              j) Hacer uso indebido del cargo, para inducir o presionar a otro funcionario o servidor público, a
efectuar, retrasar u omitir realizar algún acto que le reporte cualquier beneficio, provecho o ventaja para
sí o para su cónyuge o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o para
terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales, de negocios, o para socios o empresas
de las que el servidor público o las personas antes referidas formen o hayan formado parte. Esta
infracción es considerada como muy grave.

              Infracciones contra el deber de uso adecuado de los bienes y recursos del Estado

              k) Usar indebidamente o dar una aplicación diferente, a los bienes y recursos públicos que le
han sido confiados en administración o custodia o que le han sido asignados con ocasión de su cargo o
función, o, que han sido captados o recibidos para la adquisición de un bien, la realización de obra o
prestación de servicio, cuando de dicho uso o aplicación se obtenga un beneficio personal no justificado
o desproporcionado, o sea para actividades partidarias, manifestaciones o actos de proselitismo. Esta
infracción es considerada como muy grave. No está comprendido en esta infracción el uso de los
vehículos motorizados asignados al servicio personal por razón del cargo.

              l) Disponer que una persona particular, utilice bienes, rentas, importes o valores integrantes del
patrimonio de las entidades, sin la observancia de las disposiciones legales aplicables al caso. Esta
infracción es considerada como muy grave.

              m) Disponer que se utilicen, en obra o servicio particular, vehículos, máquinas, aparatos o
material de cualquier naturaleza, de propiedad o a disposición de cualquiera de las entidades, o el
trabajo de servidores públicos, empleados o terceros contratados por las entidades. Esta infracción es
considerada como muy grave.

              Infracciones contra el deber de responsabilidad

              n) Incumplir, negarse o demorar de manera injustificada e intencional, el ejercicio de las
funciones a su cargo, en los procedimientos en los que participa con ocasión de su función o cargo. Esta
infracción es considerada como grave.

              o) Disponer, aprobar o autorizar la ejecución de actos y/o procedimientos, en ejercicio de las
funciones a su cargo, que se encuentren en clara infracción a la ley o al reglamento, generando grave
afectación al servicio público. Esta infracción es considerada como grave.

              Infracciones contra la prohibición de mantener intereses en conflicto

              p) Intervenir o participar indebidamente en la selección, nombramiento, designación,
contratación, promoción, rescisión o resolución del contrato o sanción de cualquier funcionario o servidor
público, cuando tenga interés personal, familiar o de negocios en el caso, o tenga relación personal
directa, o pueda derivar alguna ventaja o beneficio para él o para terceras personas. Esta infracción es
considerada como grave.

              q) Intervenir con ocasión de su cargo, en la atención, tramitación o resolución de asuntos que se
encuentran bajo su ámbito de actuación funcional, en que tenga interés personal, familiar o de negocios,
incluyendo aquéllos de los que pueda resultar algún beneficio para sí mismo, su cónyuge o parientes
hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. Esta infracción es considerada como
grave.

              Infracción contra la prohibición de obtener ventajas indebidas
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              r) Obtener o procurar beneficios o ventajas indebidas, para sí o para otros, haciendo uso de su
cargo, autoridad, influencia o apariencia de influencia. Esta infracción es considerada como muy grave.

              s) Aceptar empleo, comisión o ejercer actividad de consultoría o asesoramiento para personas
naturales o jurídicas, de carácter privado, conforme a las prohibiciones e impedimentos legalmente
establecidos. En caso de haber cesado en el cargo o función, la infracción se configura mientras se
mantengan las referidas prohibiciones o impedimentos, conforme a los períodos establecidos
legalmente. Esta infracción es considerada como grave.

              Infracción contra la prohibición de hacer mal uso de información privilegiada

              t) Usar en beneficio propio o de terceros información privilegiada a la que se tuviera acceso por
la función que se desempeña. Esta infracción es considerada como grave.

              u) Revelar un hecho o circunstancia que deba mantenerse en secreto o reservado, de la que
haya tenido conocimiento en virtud del ejercicio de su cargo. Esta infracción es considerada como grave.

CAPÍTULO III

INFRACCIONES POR REALIZAR ACTOS QUE PERSIGUEN FINALIDADES PROHIBIDAS

              Artículo 8.- Infracciones por realizar actos que persiguen finalidades prohibidas
              Los funcionarios o servidores públicos incurren en responsabilidad administrativa funcional por la
comisión de infracciones graves o muy graves, relacionadas a realizar actos persiguiendo un fin
prohibido por ley o reglamento, específicamente por:

              a) Autorizar, disponer o aprobar la contratación de personas impedidas, incapacitadas o
inhabilitadas para contratar con el Estado, en adquisiciones de bienes, servicio u obras, administración o
disposición de todo tipo de bienes, y/o, prestaciones de servicios de cualquier naturaleza, generando
perjuicio para el Estado. Esta infracción es considerada como grave. Si generó perjuicio económico o
grave afectación al servicio público, la infracción es muy grave.

              b) Incurrir en fraccionamiento para la contratación de bienes, servicios y ejecución de obras, con
el objeto de modificar el tipo de proceso de selección que corresponda, conforme a lo señalado en la Ley
de Contrataciones del Estado. Esta infracción es considerada como grave. Si generó perjuicio
económico o grave afectación al servicio público, la infracción es muy grave.

              c) Incumplir las disposiciones que prohíben el ejercicio de la facultad de nombramiento o
contratación de personal o de acceso a la función pública, en casos de nepotismo. Esta infracción es
considerada como muy grave.

CAPÍTULO IV

INFRACCIONES POR EL DESEMPEÑO FUNCIONAL NEGLIGENTE O PARA FINES DISTINTOS AL
INTERÉS PÚBLICO

              Artículo 9.- Infracciones por el desempeño funcional negligente o para fines distintos al
interés público
              Los funcionarios o servidores públicos incurren en responsabilidad administrativa funcional por la
comisión de infracciones graves o muy graves, relacionadas a acciones u omisiones que importen
negligencia en el desempeño de sus funciones o el uso de estas para fines distintos al interés público,
específicamente por:



Sistema Peruano de Información Jurídica                                                                                                          Ministerio de Justicia

27/06/2011  12:30:48 p.m.                                                                            Página 9

Actualizado al: 26/05/11

              a) Deteriorar o destruir los bienes destinados al cumplimiento de los fines de la entidad, por su
uso inapropiado o distinto al interés público, atribuible a la falta de la debida diligencia en su
mantenimiento, conservación u oportuna distribución. Esta infracción es considerada como grave. Si los
bienes se encontraban destinados a programas, finalidades sociales o salud pública, la infracción es
muy grave.

              b) Convalidar o permitir por inacción, conociendo su carácter ilegal, las infracciones graves o
muy graves establecidas en la Ley y especificadas en el presente Reglamento, o, la afectación reiterada
a las normas que regulan los sistemas administrativos, cuando se tenga la función de supervisión o
vigilancia sobre la actuación del personal a su cargo, siempre que la referida afectación haya generado
manifiesto perjuicio para el Estado. Esta infracción es considerada como grave. Si el perjuicio es
económico o se ha generado grave afectación al servicio público, la infracción es muy grave.

              c) Actuar con negligencia en el gasto público en forma tal que implique la paralización o
suspensión de los servicios, obras o operaciones que brinda o que se encuentran a cargo de la entidad.
Esta infracción es considerada como grave.

CAPÍTULO V

OTRAS INFRACCIONES POR RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA FUNCIONAL

              Artículo 10.- Infracciones graves y muy graves establecidas en el ordenamiento jurídico
administrativo
              Son infracciones graves o muy graves por responsabilidad administrativa funcional, aquellas
conductas expresamente calificadas como tales en normas con rango de ley o decreto supremo, siempre
que no tengan carácter laboral.

              Artículo 11.- Infracciones leves por responsabilidad administrativa funcional
              Los funcionarios o servidores públicos incurren en responsabilidad administrativa funcional por la
comisión de infracciones leves por las trasgresiones del ordenamiento jurídico administrativo y las
normas internas de la entidad a la que pertenecen, que no sean constitutivas de las infracciones graves
o muy graves especificadas en el presente Reglamento.

TÍTULO III

SANCIONES POR RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA FUNCIONAL

CAPÍTULO I

OBJETIVOS, TIPOS Y ESCALAS

              Artículo 12.- Autonomía de responsabilidades
              El procesamiento y las sanciones por responsabilidad administrativa funcional son
independientes de los procesos y sanciones por responsabilidad civil o penal que pudieran establecerse
o determinarse en cada caso.

              Solo por disposición judicial expresa se pueden suspender, modificar o eliminar los efectos de
las sanciones por responsabilidad administrativa funcional. En caso la disposición judicial expresa
recaiga sobre procedimientos en trámite, aquella determinará su suspensión o la corrección de los actos
a que hubiera lugar. En cualquier caso, la suspensión del procedimiento por decisión judicial expresa
acarrea la suspensión de los plazos del procedimiento y los plazos de prescripción.
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              Artículo 13.- Objetivos de la sanción 
              La sanción tiene como objetivos:

              a) Orientar la conducta de los funcionarios y servidores públicos

              b) Prevenir comportamientos que atenten contra el cumplimiento de obligaciones inherentes a la
gestión pública;

              c) Prever que la comisión de la conducta sancionable no resulte más ventajosa para el infractor
que cumplir las disposiciones infringidas; y,

              d) Cumplir con su carácter punitivo.

              Artículo 14.- Tipos de sanciones

              14.1 Los funcionarios o servidores públicos que incurren en responsabilidad administrativa
funcional son sancionados con inhabilitación para el ejercicio de la función pública o suspensión
temporal en el ejercicio de las funciones, según corresponda a la gravedad de la infracción en que
hubieran incurrido y conforme a los criterios de gradación establecidos en la Ley.

              14.2 La inhabilitación para el ejercicio de la función pública, comprende la privación de la
función, cargo o comisión que ejercía el funcionario o servidor infractor, así como la incapacidad legal
para obtener mandato, cargo, empleo, comisión de carácter público, para celebrar contratos
administrativos de servicios o para el ejercicio de función pública o funciones en general en las
entidades.

              14.3 La suspensión temporal en el ejercicio de las funciones, comprende la separación del cargo
y la suspensión del goce de remuneraciones, compensaciones y/o beneficios de cualquier naturaleza.

              Artículo 15.- Escala de sanciones
              Los funcionarios y servidores públicos que incurran en responsabilidad administrativa funcional
serán sancionados de acuerdo a la siguiente escala:

              a) La infracción grave será sancionada con suspensión temporal en el ejercicio de las funciones,
no menor de treinta (30) días calendario y hasta trescientos sesenta (360) días calendario o
inhabilitación para el ejercicio de la función pública, no menor de uno (1) ni mayor de dos (2) años.

              b) La infracción muy grave será sancionada con inhabilitación para el ejercicio de la función
pública, no menor de dos (2) ni mayor de cinco (5) años.

              Las sanciones para cada una de las infracciones graves o muy graves, por responsabilidad
administrativa funcional, se encuentran especificadas en el Anexo del presente Reglamento.

CAPÍTULO II

EJECUCIÓN, REHABILITACIÓN, EXIMENTES Y ATENUANTES

              Artículo 16.- Carácter ejecutario de la sanción
              Las sanciones por responsabilidad administrativa funcional adquieren carácter ejecutario desde
que quedan firmes o causan estado en la vía administrativa. La suspensión de los efectos de la sanción
por decisión judicial expresa, también suspende el cómputo de la sanción, debiéndose reanudar
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conforme a los resultados del proceso judicial o cuando se agoten los efectos de la disposición que
hubiera originado dicha suspensión.

              Artículo 17.- Rehabilitación

              17.1 Los funcionarios y servidores públicos sancionados por responsabilidad administrativa
funcional quedarán automáticamente rehabilitados a los tres (3) años de cumplida efectivamente la
sanción.

              17.2 La rehabilitación deja sin efecto toda mención o constancia de la sanción impuesta por
responsabilidad administrativa funcional, no pudiendo constituir un precedente o de mérito para el
infractor.

              17.3 Cuando la sanción hubiera sido la inhabilitación para el ejercicio de la función pública, la
rehabilitación no produce el efecto de reponer en la función, cargo o comisión de la que hubiera sido
privado el administrado.

              Artículo 18.- Eximentes de responsabilidad
              Son supuestos eximentes de responsabilidad administrativa funcional, los siguientes:

              a) La incapacidad mental, debidamente comprobada por la autoridad competente.

              b) El caso fortuito o la fuerza mayor, debidamente comprobados.

              c) El ejercicio de un deber legal, función, cargo o comisión encomendada.

              d) La ausencia de una consecuencia perjudicial para los intereses del Estado.

              e) El error inducido por la administración por un acto o disposición administrativa, confusa o
ilegal.

              f) La orden obligatoria de autoridad competente, expedida en ejercicio de sus funciones, siempre
que el funcionario o servidor público hubiera expresado su oposición por escrito u otro medio que
permita verificar su recepción por el destinatario.

              g) La actuación funcional en caso de catástrofe o desastres naturales o inducidos, cuando los
intereses de seguridad, salud, alimentación u orden público, hubieran requerido acciones inmediatas e
indispensables para evitar o superar su inminente afectación.

              Artículo 19.- Atenuantes de la responsabilidad administrativa funcional
              Son atenuantes de la responsabilidad administrativa funcional, los siguientes:

              a) La subsanación voluntaria por parte del administrado del acto u omisión imputado como
constitutivo de infracción, con anterioridad a la notificación del inicio del procedimiento sancionador.

              b) La actuación funcional en privilegio de intereses superiores de carácter social, o relacionados
a la salud u orden público, cuando, en casos diferentes a catástrofes o desastres naturales o inducidos,
se hubiera requerido la adopción de acciones inmediatas para superar o evitar su inminente afectación.

              Los atenuantes, además de permitir la reducción de la sanción en la escala correspondiente,
podrán dar lugar a calificar la infracción en un nivel menor de gravedad, incluso como infracción leve,
caso en el cual, corresponderá su puesta en conocimiento de las instancias competentes para la
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imposición de la sanción.

              Artículo 20.- Reiterancia o reincidencia
              La infracción será calificada a un nivel superior de gravedad y/o podrá ser sancionada hasta el
límite superior de la escala correspondiente, cuando el administrado tenga antecedentes no rehabilitados
de sanciones impuestas por responsabilidad administrativa funcional por infracciones de igual o mayor
gravedad que la nueva infracción que es materia del procedimiento sancionador.

              En caso el administrado tenga antecedentes de sanciones por infracciones de menor gravedad
no rehabilitados, dicha circunstancia no incrementará el nivel de gravedad en la calificación de la
infracción, pero será tomada en cuenta para la graduación de la sanción correspondiente, conforme al
artículo 48 de la Ley.

              Se consideran como antecedentes del administrado, las sanciones firmes o consentidas que se
hubieran impuesto en los tres (3) años anteriores a la fecha en que se inició el procedimiento
administrativo.

              Artículo 21.- Incorporación de sanciones en el Registro Nacional de Sanciones de
Destitución y Despido
              Las sanciones por responsabilidad administrativa funcional impuestas por el Órgano
Sancionador o por el Tribunal, que hubieran quedado firmes o causado estado, serán remitidas por la
Contraloría General de la República al Registro Nacional de Sanciones de Destitución y Despido, en un
plazo no mayor de cinco (5) días hábiles, para fines de su incorporación.

TÍTULO IV

PROCEDIMIENTO SANCIONADOR POR RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA FUNCIONAL

CAPÍTULO I

ETAPAS Y PLAZOS DEL PROCEDIMIENTO

              Artículo 22.- Etapas del procedimiento
              El procedimiento sancionador, consta de dos etapas: La primera instancia que comprende la
Fase Instructiva y Fase Sancionadora; y, la segunda instancia que comprende la tramitación y resolución
de los recursos de apelación ante el Tribunal.

              Artículo 23.- Primera instancia

              23.1 Fase Instructiva
              La Fase Instructiva se encuentra a cargo del Órgano Instructor y comprende las actuaciones
conducentes a la determinación de la responsabilidad administrativa funcional derivada de los Informes.

              La Fase Instructiva comprende, las actuaciones previas, el inicio del procedimiento sancionador
y su desarrollo, culminando con la emisión del pronunciamiento sobre la existencia o inexistencia de
infracción por responsabilidad administrativa funcional, en que se propone la imposición de sanción y
remite el correspondiente proyecto de resolución, o, se dispone el archivo del procedimiento, según
corresponda. En caso la referida notificación deba efectuarse a dos (2) o más administrados, el
procedimiento sancionador se entenderá iniciado desde la última notificación.

              La Fase Instructiva tendrá una duración de hasta ciento ochenta (180) días hábiles, pudiendo ser
prorrogada por sesenta (60) días hábiles adicionales, a criterio del Órgano Instructor. La decisión de
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prórroga es comunicada al administrado.

              23.2 Fase Sancionadora
              La Fase Sancionadora se encuentra a cargo del Órgano Sancionador y comprende desde la
recepción del pronunciamiento del Órgano Instructor que propone la imposición de sanción, hasta la
emisión de la resolución que decide sobre la imposición de sanción o que la declara no ha lugar,
disponiendo, en este último caso, el archivo del procedimiento. La Fase Sancionadora tendrá una
duración de hasta treinta (30) días hábiles.

              Artículo 24.- Segunda instancia
              La segunda instancia se encuentra a cargo del Tribunal y comprende la resolución de los
recursos de apelación, lo que pone término al procedimiento sancionador en la vía administrativa. Los
recursos de apelación contra las resoluciones que imponen sanción son resueltos por el Tribunal dentro
de los diez (10) días hábiles siguientes de haber declarado que el expediente está listo para resolver.

CAPÍTULO II

DESARROLLO DEL PROCEDIMIENTO

              Artículo 25.- Actuaciones previas
              Luego de recibido el Informe, el Órgano Instructor efectúa la evaluación pertinente para
determinar el inicio del procedimiento sancionador, para lo cual, cuando corresponda, podrá disponer la
realización de indagaciones previas. Concluida la evaluación o indagaciones previas, se iniciará el
procedimiento sancionador, o, se adoptarán las acciones a que hubiera lugar en caso no corresponda su
iniciación.

              Artículo 26.- Inicio del procedimiento
              El inicio del procedimiento sancionador será notificado por escrito al administrado, indicando:

              26.1 Los actos u omisiones que se imputan a título de cargos, consignando las infracciones que
pueden configurar;

              26.2 Las sanciones que, en su caso, se pudieran imponer;

              26.3 El órgano competente para imponer la sanción; 

              26.4 El plazo para la presentación de descargos, y; 

              26.5 Otros datos o información que resultara necesaria para el procedimiento.

              En la notificación del inicio del procedimiento sancionador se indicara al administrado la puesta a
disposición del Informe y su documentación sustentatoria.

              El inicio del procedimiento sancionador se comunica a la entidad a que pertenece el
administrado y/o a la entidad en que se hubiera cometido la infracción, si fuera el caso. La comunicación
a la entidad señala el impedimento para iniciar procedimientos destinados a la sanción de los hechos
observados en los Informes que originan el procedimiento sancionador a cargo de la Contraloría
General, debiendo las autoridades de la entidad proceder a la inhibición correspondiente, conforme a lo
establecido en el segundo párrafo del artículo 5 del presente Reglamento.

              Artículo 27.- Presentación de descargos
              Los descargos deberán hacerse por escrito y contener la exposición ordenada de los hechos,
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fundamentos legales y documentos probatorios que contradicen o desvirtúen los cargos materia del
procedimiento o el reconocimiento de la infracción cometida.

              Los descargos deben ser presentados dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la
notificación del inicio del procedimiento sancionador, más el término de la distancia. Dicho período puede
ser ampliado, hasta por cinco (05) días hábiles adicionales, a solicitud del administrado. La solicitud de
ampliación debe presentarse como máximo tres (03) días antes del vencimiento del plazo establecido y
se otorga por única vez, para lo cual, se entenderá que el pedido ha sido aceptado a su recepción, salvo
denegatoria expresa.

              Artículo 28.- Desarrollo del procedimiento sancionador
              El Órgano Instructor realizará las actuaciones del caso, evaluando las pruebas aportadas al
procedimiento sancionador, así como los cargos efectuados y descargos presentados por el
administrado, emitiendo pronunciamiento sobre la existencia o inexistencia de infracciones por
responsabilidad administrativa funcional, proponiendo las sanciones que correspondan, o, en su caso,
disponiendo el archivo del procedimiento.

              El pronunciamiento del Órgano Instructor que propone la imposición de sanción es remitido al
Órgano Sancionador dentro de los tres (3) días hábiles de emitido. En caso el pronunciamiento señale la
inexistencia de infracción por responsabilidad administrativa funcional y disponga el archivo del
procedimiento, aquel es aprobado mediante resolución del Órgano Instructor, la cual es notificada al
administrado en el mismo plazo, más el término de la distancia.

              Artículo 29.- Tratamiento de hechos constitutivos de responsabilidad penal, civil o
administrativa funcional por infracciones leves.
              En cualquier momento del procedimiento sancionador, si se apreciara que los hechos
observados en los Informes contienen indicios de responsabilidad penal o responsabilidad civil,
considerando la autonomía de responsabilidades, la instancia a cargo del procedimiento adopta las
acciones que fueran necesarias para asegurar la determinación de las referidas responsabilidades por
las autoridades competentes.

              Asimismo, en caso se apreciaran hechos que puedan dar lugar a responsabilidad administrativa
funcional por infracciones leves, la instancia a cargo del procedimiento sancionador, dispondrá su
conclusión sin emitir pronunciamiento sobre dichas infracciones, adoptando las acciones para su
procesamiento por las instancias correspondientes.

              Artículo 30.- Medios probatorios
              Los Informes constituyen medios probatorios y la información contenida en ellos se presume
cierta y que responde a la verdad de los hechos que en ellos se afirman, salvo prueba en contrario. Los
Informes pueden ser complementados, durante el desarrollo del procedimiento, por otros medios
probatorios que resulten idóneos a criterio del Órgano Instructor.

              Los medios probatorios de parte son ofrecidos en el escrito de descargo y deben estar
vinculados directamente a los cargos imputados al administrado.

              Cuando el Informe o demás medios de prueba ofrecidos sean insuficientes para formar
convicción, el Órgano Instructor puede ordenar la actuación de la prueba de oficio que considere
necesaria. En caso dicha necesidad sea apreciada por el Órgano Sancionador o el Tribunal, aquellos
podrán incorporarlas, siempre que no incidan irrazonablemente en la duración del procedimiento
sancionador.

              Artículo 31.- Pronunciamientos de órganos rectores
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              La determinación de la responsabilidad administrativa funcional a cargo de la Contraloría
General y el Tribunal, toma en cuenta, obligatoriamente, los pronunciamientos emitidos por los órganos
rectores en el ámbito de su competencia y materia de su especialidad, siempre que aquellos se
encuentren referidos o sean de aplicación a los hechos observados en los Informes.

              Artículo 32.- Requisitos de las resoluciones:
              Las resoluciones deberán contener, por lo menos, la siguiente información:

              1. El número y fecha de la resolución.

              2. La determinación precisa y clara de los hechos constitutivos de infracción y las normas
infringidas.

              3. La individualización de los presuntos infractores, debidamente identificados.

              4. La descripción de los descargos y su correspondiente análisis.

              5. La motivación de la resolución en proporción al contenido y conforme al ordenamiento jurídico.

              6. La ponderación de los criterios de graduación, eximentes y atenuantes que pudieren concurrir.

              7. Las sanciones que correspondan aplicar o la declaración de inexistencia de responsabilidad y
disposición de archivo del procedimiento.

              8. La instancia administrativa u órgano que emite la resolución.

              9. La expresión clara y precisa de lo que se ordena cumplir, según sea el caso, y el plazo para
tal efecto.

              Artículo 33.- Publicación de resoluciones
              Las resoluciones que ponen fin al proceso sancionador se podrán publicar en el portal
institucional de la Contraloría General.

              Artículo 34.- Recurso de apelación
              En el procedimiento sancionador únicamente procede el recurso de apelación contra las
resoluciones que imponen sanciones, así como contra los actos de trámite que determinen la
imposibilidad de continuar el procedimiento o produzcan indefensión. El recurso de apelación debe
interponerse dentro de los quince (15) días hábiles de producida la notificación del acto que se desea
impugnar.

              Artículo 35.- Trámite del recurso de apelación

              35.1 El recurso de apelación se presenta ante el Órgano Sancionador, quien evaluará si el
escrito es presentado dentro del plazo establecido y si cuenta con los requisitos establecidos en los
artículos 113 y 211 de la Ley del Procedimiento Administrativo General, contando para el efecto con
cinco (05) días hábiles, a cuya finalización lo concede y eleva al Tribunal, conjuntamente con los
antecedentes que sustentaron la emisión del acto impugnado; o, declara su inadmisibilidad o
improcedencia; comunicando en ambos casos al administrado.

              35.2 En caso el recurso de apelación sea presentado fuera del plazo, será declarado
improcedente por el Órgano Sancionador. En caso el recurso no cumpla con los requisitos establecidos,
se otorgará un plazo de dos (2) días hábiles para la subsanación de las omisiones. De no subsanar las
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omisiones dentro del plazo indicado, el recurso se tendrá por no presentado, poniéndose los recaudos a
disposición del administrado.

              35.3 La apelación de la resolución que impone sanción suspende su ejecución, conforme a lo
indicado en el numeral 237.2 del artículo 237 de la Ley del Procedimiento Administrativo General.

              35.4 La resolución del recurso de apelación se notifica al administrado en un plazo máximo de
cinco (5) días hábiles, computados desde que se emitió la misma, más el término de la distancia.

              Artículo 36.- Improcedencia del recurso de apelación
              El recurso de apelación será declarado improcedente cuando:

              a) El Tribunal carezca de competencia para resolverlo por tratarse de una materia distinta a las
previstas en el presente Reglamento.

              b) El recurso sea interpuesto fuera del plazo previsto por este Reglamento.

              c) No se acredite derecho o interés legítimo afectado.

              Artículo 37.- Queja por defecto de tramitación
              En cualquier momento del procedimiento, los administrados pueden formular queja contra los
defectos de tramitación, ocurridos en el Órgano Instructor u Órgano Sancionador, la cual es presentada
ante el Tribunal, quien la resuelve conforme a lo señalado en el artículo 158 de la Ley del Procedimiento
Administrativo General.

              Las quejas por defectos de tramitación formuladas contra el Tribunal, son presentadas y
resueltas por el Contralor General de la República.

              Artículo 38.- Recurso de queja
              El recurso de queja procede en los casos en que no se conceda el recurso de apelación. En
dicho supuesto, el recurso de queja -acompañado de los antecedentes correspondientes- es elevado
inmediatamente al Tribunal, quien procederá a su resolución dentro de los quince (15) días hábiles
siguientes.

              Artículo 39.- Criterios de resolución por parte del Tribunal
              El Tribunal al ejercer su competencia en la resolución de los recursos de apelación, considera
los criterios siguientes:

              a) En caso el acto impugnado se ajuste al ordenamiento jurídico, declarará infundado el recurso
de apelación y confirmará la decisión.

              b) En caso se advierta en el acto impugnado la aplicación indebida o interpretación errónea de
las disposiciones que integran el ordenamiento jurídico, así como de los precedentes administrativos o
jurisdiccionales de observancia obligatoria, declarará fundado el recurso de apelación y revocará el acto
impugnado o lo modificará, de ser el caso.

              c) En caso se verifique la existencia de actos dictados por órgano incompetente o que
contravengan el ordenamiento jurídico, contengan un imposible jurídico o prescindan de las normas
esenciales del procedimiento o de la forma prescrita por la normativa aplicable, declarará la nulidad de
los mismos, resolviendo sobre el fondo del asunto, de contarse con los elementos suficientes para ello,
o, en caso contrario, dispone su devolución al órgano correspondiente, para la continuación del
procedimiento desde el momento al que se hubiera retrotraído.
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              Artículo 40.- Prescripción

              40.1 La facultad para sancionar por responsabilidad administrativa funcional derivada de los
Informes, prescribe a los cuatro (4) años contados a partir del día en que la infracción se hubiera
cometido o desde que cesó, si fuera una acción continuada. La prescripción puede ser alegada por los
administrados en vía de defensa, para lo cual, las instancias competentes resolverán inmediatamente sin
abrir prueba, o pedir alguna actuación adicional a la mera constatación de los plazos vencidos.

              40.2 El procedimiento sancionador por responsabilidad administrativa funcional no puede durar
más de dos (02) años, contados desde su inicio. El cumplimiento de dicho plazo determina la conclusión
del procedimiento sancionador, respecto de las personas procesadas, debiendo ser alegado en vía de
defensa y resuelto inmediatamente por las instancias competentes a partir de la mera constatación del
plazo cumplido.

              Artículo 41.- Acumulación
              Los Informes que contengan observaciones relacionadas a más de un (01) funcionario o servidor
público, dan lugar a la acumulación subjetiva originaria del procedimiento sancionador, salvo que, por la
complejidad o diversidad de las materias observadas, sea necesario su procesamiento por separado, en
cuyo caso, se privilegiará la acumulación por materias que guarden conexión.

              Asimismo, durante el procedimiento sancionador, el Órgano Instructor, el Órgano Sancionador y
el Tribunal, podrán de oficio o a pedido de parte disponer la acumulación de los procedimientos en
trámite que guarden conexión. Dicha decisión se adoptará mediante decisión inimpugnable, la cual será
comunicada al administrado.

              Artículo 42.- Régimen de notificaciones

              42.1 La notificación se realizará en el domicilio que conste en el expediente o, en el último
domicilio que la persona a quien se deba notificar haya señalado en el proceso de control que originó el
Informe. Todo cambio del domicilio que consta en el expediente deberá ser informado a los órganos
correspondientes del procedimiento sancionador y será efectivo desde la presentación del escrito
correspondiente por parte del administrado.

              42.2 La Contraloría General regula el régimen de notificaciones, considerando la implementación
progresiva del uso de medios electrónicos.

CAPÍTULO III

MEDIDAS PREVENTIVAS

              Artículo 43.- Medidas preventivas
              A través de decisión motivada, el Órgano Instructor puede proponer al Órgano Sancionador, la
separación del cargo del servidor o funcionario procesado, mientras dure el procedimiento sancionador.
Para tal efecto, deberá ponderarse la gravedad de los hechos y la posibilidad que sin su adopción se
ponga en riesgo el correcto ejercicio de la función pública.

              Luego de ser separado el funcionario o servidor público, deberá ser puesto a disposición de la
Oficina de Personal o la que haga sus veces en la entidad, para realizar los trabajos que le sean
asignados; los mismos que, siendo compatibles con su especialidad y respetando sus niveles de
ingresos, no podrán estar relacionados a la materia investigada, ni podrán representar cargos de
dirección, directivos superiores, ejecutivos, o cargos de administración.
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              La medida preventiva de separación del cargo no constituye sanción administrativa y podrá ser
levantada por el Órgano Sancionador o el Tribunal, de oficio o a instancia de parte. Las solicitudes para
el levantamiento de la medida preventiva, deben ser resueltas en un plazo de quince (15) días hábiles.

              La medida preventiva caduca de pleno derecho cuando se emite la resolución que pone término
al procedimiento sancionador en la vía administrativa, o cuando hubiera transcurrido el plazo establecido
para la emisión de la resolución en la instancia correspondiente.

              La resolución que disponga la aplicación de la medida preventiva o su levantamiento, se
comunica a la(s) entidad(es) correspondiente(s), la(s) cual(es) en el plazo máximo de tres (3) días
hábiles deberá(n) ejecutar lo dispuesto, comunicando la medida adoptada al Órgano Sancionador. El
cumplimiento de la ejecución de la medida preventiva será materia de control posterior por parte del
Sistema Nacional de Control.

TÍTULO V

ÓRGANOS DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR

CAPÍTULO I

ÓRGANO INSTRUCTOR Y SANCIONADOR

              Artículo 44.- Órgano Instructor
              El Órgano Instructor es el encargado de llevar a cabo las actuaciones conducentes a la
determinación de la responsabilidad administrativa funcional.

              Artículo 45.- Funciones específicas del Órgano Instructor
              Corresponde al Órgano Instructor las siguientes funciones específicas:

              a) Iniciar el procedimiento sancionador para la determinación de la responsabilidad
administrativa funcional derivada de los Informes emitidos por los órganos del Sistema Nacional de
Control, para lo cual podrá efectuar las actuaciones previas que fueran necesarias.

              b) Dirigir y desarrollar el procedimiento sancionador, realizando todas las actuaciones
necesarias para el análisis de los hechos, recabando los datos, información y pruebas que sean
relevantes para determinar, según sea el caso, la existencia de infracciones sancionables.

              c) Emitir pronunciamientos señalando la existencia o inexistencia de infracciones por
responsabilidad administrativa funcional, graves o muy graves, proponiendo la imposición de sanción al
Órgano Sancionador y remitiendo el proyecto de resolución correspondiente, o, disponiendo el archivo
del procedimiento sancionador.

              d) Requerir a las entidades públicas, sus funcionarios y personas naturales o jurídicas
vinculadas o relacionadas al caso materia del procedimiento, la documentación, información u opiniones
que fueran necesarias para el esclarecimiento de los hechos, incluyendo a los órganos emisores de los
Informes o las áreas de la Contraloría General que correspondan.

              e) Proponer la adopción de la medida preventiva de separación del cargo.

              f) Comunicar los cargos a los administrados, recibir y evaluar los descargos presentados.
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              g) Adoptar las medidas necesarias para asegurar el deslinde de responsabilidades o encausar
su procesamiento en aquellos casos en que aprecie que los hechos observados en los Informes
constituyen supuestos diferentes a infracciones graves o muy graves.

              h) Las demás que le asigne la Ley, el presente Reglamento y demás normas legales, así como
las disposiciones que emita la Contraloría General.

              Artículo 46.- Órgano Sancionador
              El Órgano Sancionador, sobre la base del pronunciamiento del Órgano Instructor, impone las
sanciones que correspondan o declara que no ha lugar a la imposición de sanción.

              Artículo 47.- Funciones específicas del Órgano Sancionador
              Corresponde al Órgano Sancionador las siguientes funciones específicas:

              a) Emitir resolución motivada imponiendo las sanciones que correspondan o declarar que no ha
lugar a la imposición de sanción, sobre la base del pronunciamiento y antecedentes remitidos por el
Órgano Instructor.

              b) Disponer la realización de las actuaciones complementarias que sean indispensables para
resolver el procedimiento.

              c) Ordenar, a propuesta del Órgano Instructor y mediante resolución debidamente motivada, la
medida preventiva de separación del cargo.

              d) Evaluar la procedencia y cumplimiento de los requisitos establecidos para el recurso de
apelación, elevando, según corresponda, los actuados al Tribunal.

              e) Adoptar las medidas necesarias para asegurar el deslinde de responsabilidades o encausar
su procesamiento en aquellos casos en que aprecie que los hechos observados en los Informes
constituyen supuestos diferentes a infracciones graves o muy graves.

              f) Las demás que le asigne la Ley, el presente Reglamento y demás normas legales, así como
las disposiciones que emita la Contraloría General.

CAPÍTULO II

TRIBUNAL SUPERIOR DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS

              Artículo 48.- Tribunal Superior de Responsabilidades Administrativas
              El Tribunal es el órgano colegiado encargado de conocer y resolver en última instancia
administrativa los recursos de apelación contra las resoluciones emitidas por el Órgano Sancionador.
Posee independencia técnica y funcional en las materias de su competencia y autonomía en sus
decisiones.

              Los pronunciamientos que así se determinen expresamente por Sala Plena constituyen
precedentes administrativos de observancia obligatoria para la determinación de responsabilidad
administrativa funcional, debiendo ser publicados en el Diario Oficial El Peruano.

              Artículo 49.- Conformación del Tribunal Superior de Responsabilidades Administrativas

              49.1 El Tribunal está conformado por su Presidente, los vocales miembros de las Salas y la
Secretaría Técnica. Para el desempeño de sus funciones, cada Sala podrá contar con una Secretaría
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Técnica Adjunta.

              49.2 El Presidente del Tribunal es elegido en Sala Plena, por el plazo de un (01) año, renovable
por única vez, con el voto de la mayoría simple de sus miembros.

              49.3 Los vocales de las Salas son elegidos a través de concurso público de mérito, convocado y
dirigido por la Contraloría General, son nombrados mediante Resolución de Contraloría y permanecen
en el cargo por un período de cinco (5) años. Solo pueden ser removidos por las causas graves,
debidamente justificadas, establecidas en el presente Reglamento.

              49.4 La Secretaría Técnica es el órgano de apoyo del Tribunal, encargado de la gestión
administrativa de la documentación y expedientes que ingresen al Tribunal, así como de proporcionar
apoyo técnico a la labor de las Salas.

              Artículo 50.- Conformación de las Salas del Tribunal
              Las Salas del Tribunal están integradas por los cinco (5) vocales titulares, de los cuales, por lo
menos tres (3), deben ser abogados de profesión. El Tribunal podrá contar hasta con cinco vocales
alternos por Sala, quienes serán nombrados conforme al procedimiento de acceso, requisitos, criterios
de conformación e impedimentos establecidos para los vocales titulares. Los vocales alternos asumirán
funciones en caso de ausencia, abstención, vacancia, impedimento o remoción de los vocales titulares,
quedando sujetos a las mismas obligaciones, funciones y prohibiciones aplicables a aquellos. En caso
de no poder asumir el cargo algún vocal alterno, se podrá requerir la participación de vocales integrantes
de otra Sala.

              El Tribunal, mediante acuerdo de Sala Plena, considerando criterios de carga procesal u otros
de carácter objetivo, podrá conformar o desactivar las Salas que resulten necesarias, conforme a la
disponibilidad presupuestal de la Contraloría General.

              Artículo 51.- Sala Plena
              La Sala Plena estará integrada por los vocales titulares del Tribunal. La Sala Plena aprueba los
precedentes administrativos de observancia obligatoria sobre la base de los criterios aprobados por las
Salas en las resoluciones que hubieran emitido. Asimismo, establece los lineamientos para el mejor
desempeño de las funciones del Tribunal, entre otras atribuciones que le reconocen el presente
Reglamento y disposiciones complementarias.

              Artículo 52.- Requisitos para ser nombrado vocal 
              Son requisitos para ser nombrado vocal del Tribunal:

              a) Tener, al tiempo de la convocatoria a concurso público de méritos, más de 40 años de edad,
con pleno ejercicio de la ciudadanía y de sus derechos civiles.

              b) Contar con título profesional universitario y estar habilitado por el colegio profesional
correspondiente.

              c) Tener experiencia profesional en entidades del sector público o privado - no menor de diez
(10) años - o comprobada docencia universitaria por el mismo período. El cómputo de los años de
experiencia profesional o desempeño de la docencia universitaria, se iniciará a partir de la fecha de
obtención del título profesional.

              d) Contar, de preferencia, con estudios de especialización en el ámbito de su profesión.

              e) No tener filiación política alguna.
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              f) No encontrarse en estado de quiebra culposa o fraudulenta.

              g) No haber sido sancionado penalmente, presentando el certificado negativo de antecedentes
penales.

              h) No haber sido sancionado con destitución o despido, presentando, el certificado negativo del
Registro Nacional de Sanciones de Destitución y Despido o copia autenticada de la sentencia consentida
o ejecutoriada en la que se dispone el pago de indemnización por despido arbitrario u de otro documento
público en el que la empresa o empleador reconoce que el despido fue arbitrario, según corresponda.

              i) Tener conducta intachable y reconocida solvencia e idoneidad moral.

              j) Tener y acreditar estudios de especialización en derecho constitucional, administrativo, laboral
o gestión de recursos humanos.

              Para los literales e), f) e i), se podrá presentar declaración jurada sujeta al control posterior
respectivo. La Contraloría General emitirá las disposiciones complementarias que fueran necesarias
para la mejor aplicación de los requisitos para ser nombrado vocal del Tribunal.

              Artículo 53.- Impedimentos para ser vocal 
              Son impedimentos para ser vocal del Tribunal:

              a) Pertenecer o estar afiliado a una agrupación política.

              b) Encontrarse en estado de quiebra culposa o fraudulenta.

              c) Haber sufrido condena por la comisión de delito doloso o haber sido sentenciado con reserva
de fallo condenatorio, conclusión anticipada, o por acuerdo bajo el principio de oportunidad por la
comisión de un delito doloso.

              d) Haber sido sancionado con destitución, despido o inhabilitación por medida disciplinaria en
alguna entidad o empresa del Estado; o, haber sido despedido en la actividad privada por la comisión de
una falta grave, salvo que acredite el despido arbitrario conforme al inciso h) del artículo 52 del presente
Reglamento.

              e) Encontrarse inhabilitado para el ejercicio de la función pública por sentencia judicial, mandato
de autoridad administrativa competente o disposición del Congreso de la República.

              f) Adolecer de incapacidad, debidamente acreditada, que lo imposibilite para cumplir con sus
funciones.

              Artículo 54.- Vacancia en el cargo de vocal 
              El cargo de vocal del Tribunal vaca por:

              a) Muerte.

              b) Sobrevenir cualquiera de los impedimentos o carecer de los requisitos para ser nombrado a
que se refiere el presente Reglamento.

              c) Renuncia.
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              d) Incurrir en causa grave de remoción, debidamente comprobada.

              La vacancia del cargo de vocal del Tribunal se sustancia y declara a través de Resolución de
Contraloría. En dicho supuesto se dispondrán las medidas pertinentes para asegurar el funcionamiento
del Tribunal.

              Artículo 55.- Causas graves de remoción de los vocales
              Se consideran causas graves de remoción del cargo de vocal del Tribunal:

              a) El abandono del cargo, que se configura por la inasistencia injustificada a tres (3) sesiones
consecutivas o cinco (5) alternadas en un período de un (1) año, cuando los vocales perciban
únicamente dietas por su actuación funcional. En caso los vocales pertenecieran al régimen laboral de la
Contraloría General, el abandono del cargo se producirá por la inasistencia injustificada al centro de
labores por tres (3) días consecutivos o más de cinco (5) días en un período de ciento ochenta días
(180) calendario.

              b) No informar a la Sala, sobre la existencia de conflicto de interés en una controversia sometida
a su conocimiento.

              c) Cualquier acción u omisión conducente a obtener ventaja o beneficio indebido, personal o a
favor de terceros, con ocasión del ejercicio del cargo.

              d) Trasgredir los principios, deberes y prohibiciones de la Ley del Código de Ética de la Función
Pública - Ley Nº 27815.

              La remoción del cargo de vocal del Tribunal por las referidas causales, es independiente y no
impide ni limita el procesamiento y sanción de las responsabilidades en que se hubiera incurrido. La
Contraloría General emitirá las disposiciones complementarias que fueran necesarias para la mejor
aplicación de las causas graves de remoción del cargo de vocal del Tribunal.

              Artículo 56.- Causales de abstención

              56.1 Los vocales del Tribunal deberán abstenerse de conocer del procedimiento sancionador
cuando estén incursos en cualquiera de los supuestos establecidos en el artículo 88 de la Ley del
Procedimiento Administrativo General. En estos casos, deberán comunicar, por escrito, la causal de
abstención a los demás vocales que integran la Sala, para que, en su caso, aprueben la abstención y
convoquen al vocal alterno.

              56.2 En los casos que la abstención deba ser planteada por el Presidente del Tribunal, aquel
deberá presentarla ante los miembros de la Sala Plena, para la aprobación respectiva y la convocatoria a
un vocal alterno, asumiendo la Presidencia, en dicho caso, el vocal más antiguo.

              56.3 La obligación de abstención antes señalada, resulta de aplicación a los integrantes del
Órgano Instructor y Sancionador, quienes, en cada caso, deberán plantearla ante la instancia que defina
la Contraloría General, de acuerdo con lo señalado en la Ley del Procedimiento Administrativo General.

              Artículo 57.- Funciones específicas del Tribunal Superior de Responsabilidades
Administrativas 
              El Tribunal tiene las siguientes funciones específicas:

              a) Conocer y resolver en segunda y última instancia administrativa los recursos de apelación
contra las resoluciones emitidas por el Órgano Sancionador, pudiendo revocar, confirmar, declarar la
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nulidad o modificar lo resuelto en primera instancia.

              b) Disponer la ejecución de los acuerdos de Sala Plena y discutir asuntos de su competencia.

              c) Elegir en Sala Plena al Presidente del Tribunal.

              d) Proponer la modificación del Reglamento del Tribunal Superior de Responsabilidades
Administrativas y sus modificaciones.

              e) Proponer las normas y disposiciones que, en Sala Plena, se consideren necesarias para suplir
deficiencias o vacíos en la legislación de la materia.

              f) Conocer y resolver las quejas por defectos de tramitación y quejas por no concesión del
recurso de apelación.

              g) Solicitar la información que considere necesaria para resolver los asuntos materia de su
competencia.

              h) Disponer, a través de acuerdo de Sala Plena, la conformación o desactivación de las Salas
del Tribunal, así como la conformación de las Secretarías Técnicas Adjuntas que fueran necesarias,
conforme a la disponibilidad presupuestal de la Contraloría General.

              i) Adoptar las medidas necesarias para asegurar el deslinde de responsabilidades o encausar su
procesamiento en aquellos casos en que aprecie que los hechos observados en los Informes constituyen
supuestos diferentes a infracciones graves o muy graves.

              i)(*)NOTA SPIJ(1) Las demás que le asigne la Ley, el presente Reglamento y demás disposiciones
legales.

              Artículo 58.- Funciones del Presidente del Tribunal Superior de Responsabilidades
Administrativas
              El Presidente del Tribunal tiene las siguientes funciones:

              a) Representar al Tribunal ante cualquier persona natural o jurídica, en el marco de sus
atribuciones.

              b) Convocar, participar y presidir las sesiones de Sala Plena, emitiendo voto dirimente cuando se
requiera.

              c) Disponer la ejecución de los acuerdos de Sala Plena y, de ser necesaria, su publicación en el
portal institucional de la Contraloría General y en el Diario Oficial El Peruano, cuando constituyan
precedentes de observancia obligatoria.

              c) Poner en conocimiento de la Contraloría General, con periodicidad trimestral, la situación de
los asuntos administrativos y de gestión del Tribunal.

              e) Las demás que le asigne la Ley, el presente Reglamento y demás disposiciones legales.

              Artículo 59.- Funciones de los vocales
              Los vocales del Tribunal tienen las siguientes funciones:

              a) Convocar y verificar el quórum de las sesiones de la Sala Plena o de la Sala que integran,
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cuando se encuentren en ejercicio de la Presidencia de la Sala que corresponda.

              b) Asistir, participar y votar en las sesiones de Sala Plena o de la Sala que integran.

              c) Resolver colegiadamente los recursos de apelación sometidos a su competencia, y suscribir
las resoluciones que emite, bajo sanción de nulidad.

              d) Solicitar a la Secretaría Técnica la información que consideren necesaria para resolver los
asuntos materia de su competencia.

              e) Emitir pronunciamiento, por escrito, respecto de los fundamentos de su voto singular o en
discordia en las sesiones de Sala, debiendo formar éste parte del pronunciamiento final. El voto singular
o en discordia se produce cuando existen discrepancias en la parte resolutiva y/o los fundamentos que
sustentan el pronunciamiento final.

              f) Instruir a la Secretaría Técnica para la formulación de los proyectos de resolución respecto de
los recursos de apelación asignados en los casos que actúen como vocales ponentes.

              g) Coordinar con la Secretaría Técnica, aspectos relativos al trámite y resolución de los recursos
de apelación y su ejecución, cuando se encuentren en ejercicio de la Presidencia de la Sala.

              h) Las demás que le asigne la Ley, el presente Reglamento y demás disposiciones legales.

              Artículo 60.- Secretaria Técnica
              La Secretaria Técnica es el órgano encargado de gestionar y prestar el apoyo técnico y
administrativo al Tribunal así como de dirigir la tramitación de los expedientes que se sometan a
conocimiento de este. Constituye el enlace entre el Tribunal y la estructura administrativa de la
Contraloría General y demás órganos del Sistema Nacional de Control.

              Sus funciones específicas se encuentran desarrolladas en el Reglamento del Tribunal Superior
de Responsabilidades Administrativas.

              En caso resultara necesario para el adecuado funcionamiento de las Salas del Tribunal, la Sala
Plena podrá disponer la conformación de Secretarías Técnicas Adjuntas, conforme a la disponibilidad
presupuestal de la Contraloría General.

              Artículo 61.- Reglamento del Tribunal Superior de Responsabilidades Administrativas
              El Reglamento del Tribunal Superior de Responsabilidades Administrativas regula el
funcionamiento de los órganos del Tribunal. La modificación del Reglamento acordada por la Sala Plena
del Tribunal, será aprobada por Resolución de Contraloría y publicada en el Diario Oficial El Peruano y
Portal Institucional de la Contraloría General.

              Artículo 62.- Adscripción del Tribunal Superior de Responsabilidades Administrativas
              El Tribunal se encuentra adscrito orgánicamente a la Contraloría General. Su dependencia de la
Contraloría General es sólo administrativa. El Reglamento de Organización y Funciones de la Contraloría
General determina su ubicación en la estructura orgánica de la institución.

CAPÍTULO III

EJECUCIÓN DE RESOLUCIONES 

              Artículo 63.- Ejecución de las resoluciones
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              63.1 Las resoluciones que imponen sanciones emitidas por el Órgano Sancionador o el Tribunal,
cuando queden firmes o causen estado, son de cumplimiento obligatorio y ejecutoriedad inmediata para
los funcionarios o servidores públicos sancionados, surtiendo plenos efectos desde ese momento y no
estando condicionadas a la ejecución o adopción de ninguna medida complementaria o accesoria,
debiendo, cuando corresponda, la entidad a la que pertenece el funcionario o servidor público, adoptar
las medidas necesarias para su ejecución en el plazo de cinco (5) días hábiles, bajo responsabilidad del
Titular.

              63.2 Las resoluciones que establecen o disponen el levantamiento de la medida preventiva de
separación del cargo son de obligatorio cumplimiento desde su notificación al administrado, debiendo
además ser comunicadas a la entidad a que pertenece el funcionario o servidor público, para que adopte
las medidas necesarias para su ejecución en el plazo de tres (3) días hábiles, bajo responsabilidad del
Titular.

              63.3 La entidad dictará las medidas pertinentes para asegurar la entrega de cargo y la
continuidad de las funciones. El administrado sobre el cual recaiga la sanción o medida preventiva
deberá cumplir lo dispuesto por la entidad.

              63.4 En caso la sanción por responsabilidad administrativa funcional recaiga en funcionarios o
servidores que han dejado de prestar servicios en la entidad en que cometieron la infracción, pero que,
al momento de la emisión de la resolución, estuvieran prestando servicios en otra entidad comprendida
en el ámbito del Sistema Nacional de Control, la ejecución de la sanción impuesta corresponderá a esta
última.

              Artículo 64.- Responsabilidad por incumplimiento de las resoluciones
              El incumplimiento de los mandatos contenidos en las resoluciones emitidas por el Órgano
Sancionador o el Tribunal, se considera infracción muy grave sujeta a responsabilidad administrativa
funcional, sin perjuicio de las previstas en el Reglamento de Infracciones y Sanciones de la Contraloría
General de la República.

              La Contraloría General de la República, conforme a sus atribuciones, es la responsable de
cautelar el cumplimiento de las resoluciones que imponen sanciones o establecen la medida preventiva
de separación del cargo.

              Artículo 65.- Efectos de las resoluciones

              65.1 Los Titulares de las entidades deben adoptar las medidas en el ámbito de competencia, a
consecuencia de las sanciones impuestas por el Órgano Sancionador o el Tribunal, lo que comprende,
las acciones de personal que correspondan por el impedimento temporal o inhabilitación para el
desempeño de las funciones o prestaciones a cargo de los funcionarios o servidores sancionados.

              65.2 Las referidas acciones de personal comprenden, conforme a los términos previstos para su
aplicación, el cese, destitución, despido o extinción del contrato, según el régimen laboral o contractual
en que se encuentre la persona sancionada.

TÍTULO VI

REGIMEN DE LAS INFRACCIONES LEVES

              Artículo 66.- Procesamiento y sanción de las infracciones leves
              Las infracciones leves derivadas de los Informes, son sancionadas por los Titulares de las
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entidades conforme al régimen laboral o contractual al que pertenece el funcionario o servidor público.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

              PRIMERA.- Aplicación Supletoria
              En todo lo no previsto en el presente Reglamento, se aplica en forma supletoria lo establecido en
la Ley del Procedimiento Administrativo General - Ley Nº 27444, así como en las fuentes del
procedimiento administrativo que esta última establece.

              SEGUNDA.- Aplicación en el tiempo de las infracciones y sanciones por responsabilidad
administrativa funcional
              Las infracciones y sanciones establecidas en la Ley y especificadas en el presente Reglamento,
se aplican a los hechos cometidos a partir de la fecha de entrada en vigencia de este último y la Ley Nº
29622.

              TERCERA.- Emisión de disposiciones complementarias
              La Contraloría General dictará las disposiciones complementarias al presente Reglamento que
sean necesarias para la implementación de la potestad sancionadora en materia de responsabilidad
administrativa funcional que le reconoce la Ley, lo que comprenderá, entre otros, las normas para la
mejor aplicación de los requisitos para ser nombrado vocal del Tribunal, para el desarrollo de (los)
concurso (s) público (s) de méritos para acceder al cargo de vocal, para la implementación progresiva de
la potestad sancionadora que le ha sido conferida, para la conformación y funcionamiento del Órgano
Instructor y Sancionador, y, el régimen de notificaciones de los actos del procedimiento sancionador.

              Asimismo, a través de Resolución de Contraloría se aprobará el Reglamento del Tribunal
Superior de Responsabilidades Administrativas y establecerá el régimen de ingresos de los vocales del
Tribunal.

              CUARTA.- Interpretación de la Ley y el Reglamento
              La Contraloría General de la República, conforme a lo señalado en el artículo g) del artículo 22
de la Ley Nº 27785 - Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de la
República, tiene la atribución para interpretar la Ley, el presente Reglamento y demás disposición
complementarias, en aquellos aspectos que no correspondan a los órganos rectores, conforme al
artículo 31 del Reglamento.

              QUINTA.- Infracciones y sanciones para hechos anteriores
              La determinación de la responsabilidad administrativa funcional, para hechos cometidos antes
de la vigencia de la Ley y el presente Reglamento, se tramitarán conforme al régimen laboral o
contractual al que pertenece el funcionario o servidor público comprendido en los Informes de Control
emitidos por los órganos del Sistema Nacional de Control.

              SEXTA.- Conformación del Órgano Instructor y Órgano Sancionador
              La Contraloría General establecerá las instancias que asumirán las funciones del Órgano
Instructor y Órgano Sancionador, para lo cual tendrá en cuenta criterios de carga procesal,
desconcentración funcional o necesidad institucional.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS

              PRIMERA.- Régimen de aplicación progresiva de la potestad sancionadora por
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responsabilidad administrativa funcional
              La potestad sancionadora reconocida a la Contraloría General y al Tribunal, para el
procesamiento y sanción de la responsabilidad administrativa funcional, se aplica de manera inmediata a
los Informes emitidos por la Contraloría General, por los hechos cometidos a partir de la entrada en
vigencia de la Ley Nº 29622 y el presente Reglamento.

              En el caso de los Informes emitidos por los Órganos de Control Institucional y Sociedades de
Auditoría designadas, el ejercicio de la referida potestad, se encuentra condicionada a las etapas y
criterios que establecerá la Contraloría General.

              SEGUNDA.- Adecuación de procedimientos para infracciones leves
              Las entidades comprendidas en el ámbito de aplicación de la Ley, adecuan o aplican los
procedimientos existentes, conforme a lo señalado en la Ley y el presente Reglamento, en lo
concerniente a la competencia asignada al Titular de la entidad para la imposición de sanciones por
responsabilidad administrativa funcional en el caso de infracciones leves.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS MODIFICATORIAS

              ÚNICA.- Modificación y adecuación del Registro Nacional de Sanciones de Destitución y
Despido

              1) Modifícase los artículos 4 y 5, numeral 6.2 del artículo 6 y artículo 7 del Decreto Supremo Nº
089-2006-PCM, conforme al texto siguiente:

              «Artículo 4.- Autoridad competente de inscribir la sanción.
              El Jefe de la Oficina de Administración de cada Entidad, o quien haga sus veces, es el
funcionario responsable de la inscripción en el RNSDD de las sanciones de destitución y despido. La
entidad deberá comunicar a la Oficina Nacional de Gobierno Electrónico e Informática - ONGEI de la
Presidencia del Consejo de Ministros, el nombre de dicho funcionario.

              El procedimiento para la comunicación del nombre del funcionario responsable y para la
provisión de las claves y pasword de acceso, será aprobado mediante Resolución Ministerial, a
propuesta de la Oficina Nacional de Gobierno Electrónico e Informática de la Presidencia del Consejo de
Ministros.

              Las sanciones por responsabilidad administrativa funcional impuestas por la Contraloría
General de la República o Tribunal Superior de Responsabilidades Administrativas, serán
inscritas directamente en el RNSDD por la instancia que designe la Contraloría General de la
República.»

              «Artículo 5.- Sanciones que deben inscribirse en el Registro
              Las sanciones que deben de inscribirse en el RNSDD son:

              a. Las sanciones de destitución y despido.

              En el caso de trabajadores comprendidos en el régimen laboral de la actividad privada, el
despido será el producido por causa justa relacionada con la conducta del trabajador, conforme al Texto
Único Ordenado del Decreto Legislativo Nº 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral,
aprobado por Decreto Supremo Nº 003-97-TR.

              b. Las sanciones por infracción al Código de Ética.
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              c. Las sanciones de inhabilitación que ordene el Poder Judicial.

              d. Las sanciones por responsabilidad administrativa funcional impuestas por la
Contraloría General de la República y Tribunal Superior de Responsabilidades Administrativas.

              e. Otras que determine la Ley.»

              «Artículo 6.- Sobre las resoluciones del Poder Judicial
              […]
              6.2 Asimismo, toda resolución judicial que declare la nulidad, revocación o modificación de la
sanción que originó la inhabilitación deberá ser comunicada, en un plazo de 5 días hábiles, al Jefe de la
Oficina de Administración de la entidad a la que pertenece el sancionado o a la Contraloría General de
la República, según sea el caso, a fin de que dicha autoridad proceda a la anotación respectiva en el
RNSDD.»

              «Artículo 7.- Plazo de Inhabilitación
              La sanción de destitución o despido acarrea la inhabilitación para ejercer función pública por un
período de cinco años, la misma que surte efectos a partir del día siguiente de notificada la sanción de
destitución y despido al sancionado.

              Las inhabilitaciones impuestas por la autoridad judicial se sujetarán al plazo que cada resolución
indique, el mismo que tendrá vigencia a partir del día siguiente de notificada la resolución al sentenciado.
La rehabilitación, en ese caso, se produce automáticamente al día siguiente de culminado el período de
inhabilitación.

              Las inhabilitaciones impuestas por la Contraloría General de la República o Tribunal
Superior de Responsabilidad Administrativa se sujetarán al plazo que cada resolución indique y
surten efectos desde su notificación al sancionado, quedando automáticamente rehabilitadas a
los tres (3) años de cumplida efectivamente la sanción.»

              2) La Presidencia del Consejo de Ministros dispondrá la adecuación de los procedimientos para
el uso, registro y consulta del Registro Nacional de Sanciones de Destitución y Despido, para fines de
permitir la remisión directa de la información y la incorporación de las sanciones por responsabilidad
administrativa funcional que imponga la Contraloría General. La referida adecuación considerará la
emisión de certificados negativos de sanciones de destitución o despido.
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Notas finales
1 (Ventana-emergente - Popup)
(*) NOTA SPIJ:
En la presente edición de Normas Legales del Diario Oficial “El Peruano”, dice: “i)” debiendo decir: “j)”


